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	Procedencia:
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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa del fallo de condena proferido el día primero de septiembre/05.


El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Desde el día veinte (20) de Mayo del presente año, el aquí comprometido hizo su ingreso a las filas de las autodefensas en esta región, específicamente al Bloque Central Bolívar, Frente Héroes y Mártires de Guática, con influencia en los Municipios de Belén de Umbría y Santuario en este Departamento, y permaneció en esa organización armada hasta el doce (12) de Julio cuando decidió abandonar sus filas. Durante ese tiempo, estuvo en posesión de un fusil M16, cuatro (4) proveedores y 500 cartuchos de munición y un uniforme camuflado.

1.2.- La imputación se hizo por los siguientes punibles en concurso: CONCIERTO PARA DELINQUIR (art. 340 C.P.); PORTE ILEGAL DE ARMA DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS MILITARES (art. 366 C.P.); y UTLIZACIÓN DE UNIFORMES e INSIGNIAS (art. 346 idem); cargos que aceptó el imputado en la audiencia preliminar ante el señor Juez de Control de Garantías.

1.3.- En atención al allanamiento a los cargos formulados, el asunto pasó al señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de esta capital con funciones de conocimiento, quien admitió la calificación jurídica dada a los hechos por parte de la Fiscalía, lo mismo que a la forma libre, voluntaria y sin apremio en que el imputado dio su asentimiento en presencia de su defensor. Se dispuso en consecuencia a proferir el fallo de mérito respectivo, por medio del cual impuso al señor JHON FREDY GARCÍA una pena privativa de libertad de treinta (30) meses de prisión, multa equivalente a 100 s.m.l.m.v., inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual término e la pena principal, sin derecho al subrogado penal de la condena de ejecución condicional, por cuyo efecto se dispuso impartir la orden de captura para hacer efectiva la sanción en atención a la fuga que realizó de su sitio de reclusión.
1.4.- El señor Defensor no estuvo de acuerdo con la definición del asunto por parte del señor Juez del conocimiento e interpuso en el acto recurso el de apelación, razón para que la actuación haya llegado a esta Corporación.

2.- El Debate

El funcionario de primer grado, empezó haciendo una remembranza de las acciones violentas de estos grupos al margen de la ley, para significar que en ellos concurre la voluntad de realizar delitos de manera conjunta, indeterminada y por tiempo indefinido, motivo por el cual está presente el ánimo que caracteriza el tipo penal de Concierto para Delinquir.

Al ser el arma utilizada dentro de la organización (un fusil), uno de aquellos instrumentos a los cuales se refiere el artículo 11 del Dcto. 2535 de 1993 como de uso privativo de las Fuerzas Militares, el comportamiento encuadra en lo descrito en el artículo 366 del Código Penal; conducta altamente lesiva al bien jurídico de la Seguridad Pública dadas las características de esta clase de artefacto bélico.

Al momento de hacer la dosificación respectiva, el señor Juez fijó la pena mínima del cuarto mínimo -48 meses- del delito de mayor gravedad (el porte de arma), la misma que incrementó en doce meses en atención a los restantes punibles en concurso, para un subtotal de sesenta meses, los cuales, al aplicársele el descuento por el acogimiento oportuno a los cargos (en un 50% de la pena), arrojaron un monto definitivo de pena de treinta (30) meses de prisión.

No obstante ser la pena impuesta inferior al parámetro objeto del artículo 63 del estatuto penal, se estimó improcedente la concesión del subrogado dada la gravedad de los punibles en concurso que ponían en peligro a toda la comunidad, independientemente de los planteamiento que hicieron los intervinientes en audiencia con relación a la fuga que protagonizó el justiciable en el establecimiento donde permanecía recluido. No había lugar por tanto al subrogado, como tampoco, a juicio del a quo, a una prisión domiciliaria.

La Defensa ha argumentado, tanto en la primera como en la segunda instancia, que no se ha hecho un análisis individual del presente caso, ajeno a todo el lastre que generan los grupos armados al margen de la ley, pues se debe tener en consideración que esta persona estuvo escaso mes y medio en las AUC, que es persona campesina, casi analfabeto, ingenuo, sin antecedentes, que quiso reinsertarse a la vida civil y por eso se entregó voluntariamente a las autoridades. Se le está acusando, más por el ingreso que por el retiro, con fundamento en la posesión del fusil y del uniforme entregado para hacer parte de ese grupo, razón por la cual hubo de aceptar los cargos formulados, pero la realidad es que grupos económicos fuertes de este país y los legisladores, han tenido cierta tolerancia para con las Autodefensas. Finalmente, hace hincapié que él no se fugó, pues no tenía una medida de aseguramiento en su contra, simplemente se alejó del sitio asignado para su estadía, que lo era el Batallón San Mateo de esta ciudad, sin que fuese extraño que allí recibiera un trato inadecuado o denigrante.

La señora Fiscal, por su parte, defiende la decisión adoptada en la primera instancia, con fundamento en la gravedad de las conductas punibles atribuidas, pues se trata de grupos que han puesto en vilo la Seguridad Nacional y él quiso hacer parte de la organización en forma voluntaria. Rescata que el señor Juez en ningún momento argumentó la susodicha fuga para negar el subrogado, antes por el contrario descartó tal situación aunque es una realidad que se escapó del lugar que se le había asignado. La orden de captura en su contra es por tanto una consecuencia obligada de la actitud de rebeldía que demostró el señor GARCÍA. Con la ejecución efectiva intramural de la pena, puede hacer uso de otros mecanismos para alcanzar su liberación, tales como el trabajo y la enseñanza para alcanzar la redención.

3.- La Decisión

Para despejar todas las incógnitas, dirá el Tribunal, en primer término, que el aquí comprometido sí es persona en rebeldía o contumaz, pues se había dispuesto su permanencia en las instalaciones del Batallón San Mateo de esta ciudad, con el fin de estar presente al cumplimiento de las órdenes procesales que a futuro se emitieran, y de allí se alejó en forma indebida a sabiendas del compromiso judicial existente. 

Los punibles que se atribuyen, son por supuesto de gran entidad pues no sólo afectan a todo el conglomerado social, sino que desconocen el ejercicio del poder legítimamente constituido para imponer por la fuerza sus propios designios. Pertenecer a este tipo de organizaciones armadas, al igual que a aquellas otras subversivas o insurgentes, es subvertir el orden democrático en perjuicio de la paz.

Loable la intención del señor Defensor al requerir una mayor atención al aspecto individual que al colectivo, para que no se le cargue a su representado todos los reproches indiscutibles que una organización como esa merece. Para que se tenga en cuenta más el retiro que el ingreso, más su arrepentimiento que su equivocación, pues al fin y al cabo lo importante es su deseo de reincorporarse a la comunidad y hacer dejación de las armas. 

No podemos desconocer esos factores positivos que destaca el señor Defensor, pero el Tribunal estima que esa argumentación debe ser materia de consideración posterior, cuando dentro del trámite dispuesto para este tipo de eventualidades, se demuestren en debida forma las circunstancias en las cuales se produjo la deserción de esa organización al margen de la ley, para saber si el aquí comprometido cumple o no con las condiciones legales para hacerse acreedor a sustanciales beneficios.

Nos referimos a lo dispuesto por al artículo 69 de la reciente legislación de “Justicia y Paz” (Ley 975 del 25 de Julio del año que transcurre), cuyo tenor literal enseña: “Las personas que se hayan desmovilizado dentro del marco de la Ley 782 de 2002 y que hayan sido certificadas por el Gobierno Nacional, podrán ser beneficiarias de resolución inhibitoria, preclusión de la instrucción o cesación de procedimiento, según el caso, por los delitos de concierto para delinquir en los términos del inciso primero del artículo 340 del Código Penal; utilización ilegal de uniformes o insignias; instigación a delinquir en los términos del inciso primero del artículo 348 del Código Penal; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones. Las personas condenadas por los mismos delitos y que reúnan las condiciones establecidas en el presente artículo, también podrán acceder a los beneficios jurídicos que para ellas consagra la Ley 782 de 2002” (negrillas de la Sala).

Si es verdad entonces que el justiciable JHON GARCÍA, hace parte de esas personas desmovilizadas que se han incorporado o intentan incorporarse al programa de rehabilitación del CODA y por esa vía ha pretendido su retorno a la sociedad civil, entonces debe hacer presencia en las instalaciones respectivas de donde no debió salir, a efectos de congraciarse con la causa y obtener la rehabilitación esperada. Si es así, podrá acceder a los amplios beneficios por tal acogimiento; de lo contrario, simple y llanamente debe hacerse acreedor a la sanción aquí fulminada.

Obsérvese nada menos, que precisamente los ilícitos por los cuales ahora se le juzga, esto es, Concierto para Delinquir, Porte de Armamento bélico y Uso de Camuflados, están expresamente consagrados por el legislador como susceptibles de perdón judicial por la vía de la cesación de procedimiento o extinción de la acción o de la pena, respectivamente; siendo así, es evidente que la condición de contumaz en la que se ha querido ubicar, pierde todo sentido y lo pone en situación desventajosa para acceder a los beneficios que desea.

Los planteamientos que ahora esboza su defensor, bien loables por cierto, en cuanto a sostener que se trata de una persona que no permaneció mucho tiempo en el grupo al margen de la ley, que no tuvo un compromiso de dirección, que no incursionó en delitos atroces o de lesa humanidad, que se retiró de manera voluntaria de esa organización y de esa misma forma se entregó a las autoridades, deben ser materia de análisis por la vía de la reinserción anotada, para que pueda acceder a los beneficios que la propia legislación consagra. No puede por tanto este Tribunal adelantar juicios de valor a ese respecto y por el momento debe atenerse a lo procesalmente establecido, tal y como en su momento lo hizo el señor Juez de instancia.

Por lo sostenido, debe confirmarse la decisión objeto de recurso de manera integral.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

El Secretario de la Sala, 

   WILSON FREDY LÓPEZ
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